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Resumen: 
El acceso a la vivienda constituye un problema creciente a escala global, con especial incidencia en jóvenes 
y colectivos vulnerables. El incremento sostenido de los precios de la vivienda, junto con el estancamiento 
de las rentas, ha generado una carga financiera excesiva para los hogares de menores rentas. La nueva Ley 
12/2023 española por el derecho a la vivienda incorpora el concepto de asequibilidad, definido como aquel 
nivel de gasto en vivienda que no supera el 30 % de la renta de los hogares. El trabajo evidencia que dicha 
definición presenta limitaciones sustanciales. Se revisa la literatura sobre la asequibilidad, sus indicadores 
y métodos de medición, y se propone una redefinición del término para una política de vivienda más eficaz. 
La propuesta integra equidad vertical, rentas residuales mínimas y diferencias territoriales. 
Palabras clave: Vivienda asequible; derecho a la vivienda; políticas de vivienda; sostenibilidad social; 
esfuerzo financiero. 
Clasificación JEL: R3; I3; H5; D6. 

Towards a new definition of housing affordability in Spain: Equity, 
territoriality and public policies 

Abstract: 
Access to housing constitutes a growing global problem, with a particular impact on young people and 
vulnerable groups. e sustained increase in housing prices, together with stagnant incomes, has generated 
an excessive financial burden for lower-income households. Spain’s new Law 12/2023 on the right to 
housing incorporates the concept of affordability, defined as a level of housing expenditure that does not 
exceed 30 per cent of household income. e study shows that this definition has substantial limitations. 
e literature on affordability, its indicators, and measurement methods is reviewed, and a redefinition of 
the term is proposed for a more effective housing policy. e proposal integrates vertical equity, minimum 
residual incomes, and territorial differences. 
Keywords: Affordable housing; right to housing; housing policies; social sustainability; financial effort.  
JEL Classification: R3; I3; H5; D6. 
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1. Introducción 

El acceso a la vivienda se ha convertido en un problema creciente a nivel global. La evolución del 
coste de la vivienda, ya sea en compra o en alquiler, no ha seguido una relación lineal con la evolución de 
las rentas familiares, lo que ha provocado un aumento del esfuerzo financiero que deben asumir los hogares 
para hacer frente al pago de su vivienda, empeorando así las condiciones de accesibilidad (Frayne et al., 
2022; Rajagopal, 2023). Este fenómeno afecta de manera particularmente intensa a la población joven y a 
los colectivos vulnerables y adquiere un carácter crítico en los hogares con rentas próximas al umbral de la 
pobreza. 

La introducción del concepto de asequibilidad en las políticas públicas exige la interpretación 
racional de las experiencias individuales subjetivas, mediante indicadores analíticos y estándares normativos 
que permitan extraer conclusiones sobre la magnitud del problema, así como sobre su distribución social 
y territorial (Padley et al., 2019; Stone, 2006). La adecuada definición de los instrumentos de política 
orientados a mejorar la asequibilidad de la vivienda requiere identificar los factores que condicionan la 
capacidad de los hogares para acceder a ella.  

En este contexto, la Ley 12/2023 (España, 2023), de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda, 
incorpora el concepto de asequibilidad de la vivienda digna y adecuada y lo define como aquel nivel de 
precio de venta o alquiler que evita un esfuerzo financiero excesivo de los hogares, que no debe superar, 
con carácter general, el 30 % de las rentas1 de la unidad de convivencia. En otras palabras, por encima de 
ese umbral se considera que la vivienda resulta inasequible.  

El trabajo se inicia con una revisión de la literatura que permite presentar los principales enfoques 
para definir la asequibilidad de la vivienda, profundizando en aquellos que resultan de utilidad para la 
instrumentación de políticas que refuercen la sostenibilidad social. Antes de entrar en la parte propositiva, 
se realiza un análisis crítico de la definición de la asequibilidad en la nueva ley. A continuación, se realiza 
una propuesta que permite la implementación de una política destinada a facilitar el acceso a la vivienda, 
corrigiendo los sesgos derivados de la definición vigente. 

Se parte del método basado en la ratio entre el gasto en vivienda y la renta, donde la asequibilidad se 
define mediante un umbral de esfuerzo máximo, o porcentaje máximo de gasto, a partir del cual la vivienda 
deja de considerarse asequible. A diferencia de las aproximaciones tradicionales, que consideran dicha ratio 
constante con el nivel de renta, este trabajo propone un porcentaje de esfuerzo creciente con el nivel de 
renta de los hogares. Por otro lado, se incluyen, al margen de la vivienda, unas rentas residuales mínimas 
garantizadas que permitan el acceso a otros bienes y servicios básicos, necesarios para el desarrollo de una 
vida digna. 

La asequibilidad, depende de variables adicionales al precio de la vivienda y la renta, fuertemente 
condicionadas por la ubicación, como los costes de transporte, accesibilidad al empleo y servicios públicos, 
la estructura de los mercados locales de vivienda y la calidad del parque residencial, lo que refuerza la 
necesidad de enfoques que incorporen explícitamente la dimensión territorial (European Commission, 
2025; Guerra & Kirschen, 2016; Haffner & Hulse, 2021; Makarevičienė et al., 2025). En esta línea, los 
análisis realizados evidencian la necesidad de introducir el territorio en la parametrización de la 
asequibilidad.  

Se plantean las siguientes hipótesis de trabajo: 

Hipótesis 1: El umbral del 30% del gasto en vivienda sobre la renta se establece como una regla 
empírica de porcentaje fijo cuya validez como criterio de asequibilidad no está respaldada por la evidencia.  

Hipótesis 2: La instrumentalización (en la política de vivienda) de la definición de asequibilidad 
contenida en la nueva ley de vivienda no contribuye a la equidad vertical.  

                                                             
1Para el desarrollo de este artículo se asume que el término ingresos netos, contenido en la Ley 12/2023, corresponde al concepto de 
renta disponible total recogido en la Encuesta de Condiciones de Vida (ECV) del Instituto Nacional de Estadística (INE) (2023). En 
lo sucesivo, este concepto se denominará rentas. 
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Hipótesis 3: Una definición de la asequibilidad basada en una proporción del gasto en vivienda sobre 
la renta que varía con los niveles de renta y que incorpora un umbral mínimo de gasto destinado a otros 
bienes básicos contribuye a la equidad vertical y a la sostenibilidad de la política de vivienda.  

2. Metodología 

Inicialmente se realiza una revisión de la literatura académica y de los informes de política pública, 
orientada a construir el marco teórico e identificar los principales métodos de medición de la asequibilidad 
de la vivienda. Posteriormente, se desarrolla un análisis empírico de la asequibilidad de la vivienda en 
España con el fin de caracterizar la situación y se realiza una propuesta aportando evidencia útil para la 
evaluación de intervenciones. 

A partir de la revisión de la literatura se identifican dos enfoques principales para medir la 
asequibilidad. Por un lado, los indicadores basados en ratios fijos de gasto en vivienda sobre la renta, 
ampliamente utilizados por su simplicidad operativa pero cuestionados por su limitada capacidad para 
capturar diferencias distributivas. Por otro lado, los enfoques basados en la renta residual evalúan la 
asequibilidad en función de la renta disponible una vez descontados los costes de vivienda. Ambos enfoques 
constituyen el fundamento conceptual de la propuesta desarrollada en este artículo, que combina 
elementos de ambos con el objetivo de mejorar la equidad vertical y la sostenibilidad social de la política 
de vivienda. 

El análisis empírico se organiza en tres bloques, correspondientes a la contrastación de las hipótesis 
planteadas. La metodología combina el análisis descriptivo de indicadores de esfuerzo residencial, el estudio 
de los efectos distributivos de los instrumentos de política de vivienda y el desarrollo de una propuesta 
alternativa de medición de la asequibilidad. El análisis se realiza de forma territorializada a nivel de las 
comunidades autónomas, dadas las diferencias regionales observadas tanto en los niveles de renta como en 
los precios de la vivienda y en los marcos normativos aplicables.  

La contrastación de la primera hipótesis se centra en evaluar si el umbral del 30 % del gasto en 
vivienda sobre la renta, utilizado como regla empírica de asequibilidad, se encuentra respaldado por la 
evidencia empírica en el caso español. Para ello, se analiza el esfuerzo financiero en vivienda en función de 
distintos niveles de renta de los hogares, a partir de dos análisis complementarios. En primer lugar, a partir 
de la proporción del gasto en vivienda sobre la renta del hogar, utilizando los microdatos de la Encuesta de 
Condiciones de Vida (ECV) del 2024 del INE, que recoge rentas del año 2023. Se calculan indicadores 
de esfuerzo residencial por quintiles de renta, con el fin de identificar posibles diferencias sistemáticas a lo 
largo de la distribución de rentas. En segundo lugar, se analiza el esfuerzo financiero asociado al acceso a la 
vivienda en alquiler a precios de mercado a partir de la relación entre los precios del alquiler y la renta de 
los hogares. En este caso, los precios de alquiler se obtienen de una plataforma inmobiliaria, con el 
propósito de reflejar precios de acceso. En tercer lugar, se evalúa si la renta residual resultante de dicho 
esfuerzo permite asumir otros gastos esenciales más allá de la vivienda.  

Tomando la vivienda de protección oficial como principal instrumento de intervención en España, 
la contrastación de la segunda hipótesis tiene por objeto evaluar cómo incide la definición de asequibilidad 
introducida por la nueva Ley de Vivienda en las políticas públicas de apoyo a la vivienda, así como su 
contribución a la equidad vertical. Para ello, se analiza la relación entre el umbral de asequibilidad y el 
acceso a la vivienda protegida en régimen de alquiler; de manera análoga, se realiza el análisis del acceso a 
la vivienda en alquiler de mercado. En ambos casos se determina, como umbral de asequibilidad, el 30 % 
de la renta media por UC y se analiza su coherencia con los precios máximos de la vivienda protegida 
vigentes en cada comunidad autónoma.  

Finalmente, en relación con la tercera hipótesis, se plantea y evalúa una propuesta alternativa de 
definición de la asequibilidad orientada a mejorar la equidad vertical y la sostenibilidad social de la política 
de vivienda. Se propone una definición alternativa de asequibilidad que internaliza la dimensión 
distributiva, al vincular la asequibilidad con el gasto en vivienda y con la suficiencia de la renta residual del 
hogar para atender necesidades básicas. El propósito es doble: mejorar la medición de la asequibilidad y 



Oliver Sanz, M., Llorca Ponce, A., Rius Sorolla, G. 

Investigaciones Regionales – Journal of Regional Research                                              ISSN: 1695-7253  e-ISSN: 2340-2717 

delimitar el perímetro de intervención pública, identificando a los hogares que requieren apoyo por 
enfrentarse a una carga de vivienda incompatible con un nivel de vida mínimo. 

Supuestos, limitaciones y contrastes de robustez 

El análisis utiliza la renta media por unidad de consumo como aproximación a la capacidad 
económica de los hogares y el precio medio del alquiler ofertado como aproximación al precio de acceso al 
mercado en el año analizado, lo que permite comparar de forma homogénea entre las comunidades 
autónomas. No obstante, esta estrategia presenta limitaciones: los precios de oferta pueden diferir de las 
rentas efectivamente pactadas y estar afectados por sesgos de composición del stock anunciado; asimismo, 
el uso de promedios puede ocultar la heterogeneidad intrarregional y por tipologías de hogar. 

Con el fin de evaluar la robustez de las conclusiones, se comparan los resultados bajo tres definiciones 
alternativas de asequibilidad: (i) el umbral del 30% recogido en la Ley 12/2023, (ii) el umbral del 40% 
empleado por Eurostat (Eurostat, n.d.) como indicador de sobrecarga de costes de vivienda y (iii) la 
propuesta alternativa del trabajo, basada en equidad vertical. Para cada definición se estima la incidencia 
del sobreesfuerzo y, especialmente, las ayudas necesarias para restituir la asequibilidad, lo que permite 
contrastar la sensibilidad de los resultados al umbral adoptado y valorar las diferencias distributivas y 
territoriales derivadas de cada criterio. 

3. La medición de la asequibilidad de la vivienda, marco teórico 

Los estudios sobre la asequibilidad de la vivienda tienen sus orígenes en los trabajos europeos y 
estadounidenses del S.XIX abordando cuestiones relativas a los presupuestos familiares, expresando ésta 
como una proporción de las rentas, “one week´s pay for one month´s rent” (Hulchanski, 1995). Ya a lo 
largo del siglo XX, la relación entre el gasto en vivienda y el nivel de renta fue utilizada inicialmente por 
los prestamistas hipotecarios y, más tarde, en Estados Unidos como parte de los criterios para la selección 
de arrendadores en el mercado de alquiler (Kutty, 2005). La asequibilidad se define como la capacidad de 
un hogar para obtener un alojamiento digno gastando para ello una proporción razonable de sus rentas 
(Howenstine, 1983). Posteriormente, una definición mucho más extendida se refiere a la asequibilidad 
como la provisión de un determinado nivel de vivienda a un precio de venta o alquiler que, a los ojos de 
un tercero, normalmente el gobierno, no imponga una carga irrazonable sobre las rentas disponibles del 
hogar (Maclennan & Williams, 1990). Una definición más precisa señala al respecto que un hogar debería 
tener derecho a disfrutar de una vivienda que cumpla las normas, en términos de adecuación al tipo y 
tamaño del hogar y con un alquiler neto que, tras deducirlo de las rentas, reste un importe que garantice 
al hogar no caer por debajo del umbral de pobreza (Bramley, 1990). En la actualidad, no existe consenso 
sobre la definición y medición de la asequibilidad, incluso algunos autores han señalado la necesidad de 
evitar su utilización por falta de solidez y por carecer de validez su medición (Hulchanski, 1995).  

A partir de la revisión de la literatura, se identifican dos métodos principales para determinar cuándo 
una vivienda resulta asequible para un hogar determinado (Padley et al., 2019). El primero, más 
generalizado, es el método de la ratio, que considera como indicador de asequibilidad una sencilla relación 
entre el coste de la vivienda y las rentas del hogar. El segundo, basado en las rentas residuales, determina 
que una vivienda es asequible para un hogar concreto si este puede permitirse "alcanzar un nivel mínimo 
de necesidades no relacionadas con la vivienda" además de pagar los gastos de alojamiento (Stone, 2006).  

Método de la ratio 

La ratio de gasto en vivienda sobre la renta de los hogares resulta un indicador útil cuando se mide 
la asequibilidad con propósitos comparativos entre países o ámbitos espaciales. Numerosos organismos 
públicos2 establecen con base en este método umbrales generales para identificar situaciones de 
                                                             
2 Eurostat emplea el indicador Housing Cost Overburden Rate, identificando hogares cuyos costes totales de vivienda superan el 40% 
de la renta disponible (Eurostat, n.d.). De forma análoga, la OCDE utiliza dicho umbral en su Affordable Housing Database (OECD, 
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sobreesfuerzo. Pese a su frecuente utilización, los análisis comparativos no dejan de ser una cuestión 
problemática debido a la falta de coherencia en aspectos como qué conceptos se consideran gastos de 
vivienda, cómo se define la renta disponible y qué tratamiento se da a las prestaciones sociales (Milligan, 
2003). Como veremos, la ratio de gasto en vivienda sobre la renta no constituye un indicador válido para 
determinar la capacidad de gasto en vivienda de una familia y tampoco un criterio para la adjudicación de 
viviendas o la concesión de subvenciones públicas. Además, no se debe obviar que los niveles establecidos 
para esta ratio son exclusivamente una decisión política (Hulchanski, 1995).  

Método residual 

En el Reino Unido, a raíz del debate suscitado previo a la Ley de vivienda de 1988, se denunció la 
desigualdad inherente al enfoque basado en la ratio. Al definir la asequibilidad como un umbral fijo, los 
hogares con rentas más altas pueden destinar cantidades mucho mayores al gasto en vivienda y acceder a 
viviendas de mayor calidad, mientras que los hogares con rentas bajas quedan restringidos a opciones de 
menor calidad, además de comprometer el gasto en otros bienes y servicios necesarios (Whitehead, 1991; 
Stone, 2006). Esta cuestión, aunque pueda parecer evidente, adquiere relevancia normativa cuando la 
administración utiliza este umbral fijo para definir la vivienda asequible a efectos de intervención. Parte 
del presupuesto público podría orientarse a facilitar el acceso a hogares que, en términos de nivel de vida, 
no presentan restricciones comparables a las de los hogares de renta baja (Stone, 2006). El método residual 
intenta superar esta limitación definiendo la asequibilidad de la vivienda como una condición en la que se 
garantizan, al margen de la vivienda, rentas residuales mínimas. Bajo este enfoque, el acceso a una vivienda 
digna requerirá ayudas para aquellas familias que no consiguen con su propia renta hacer frente a una cesta 
de consumo “esencial” y al pago de una vivienda digna (Stone, 2006). La determinación de las rentas 
residuales mínimas debe incluir los costes "esenciales", como la alimentación y el vestido, y los "gastos 
sociales", como la participación social (Kearns, 1992). En el Reino Unido, la definición de lo que 
constituye un nivel de vida mínimo aceptable se basa en el Minimum Income Standard (MIS), elaborado 
por el Centre for Research in Social Policy (CRSP). El MIS se elabora mediante un enfoque participativo, 
basado en el consenso público, y proporciona una base sólida que, actualizada periódicamente, permite 
identificar los bienes y servicios necesarios para alcanzar un nivel mínimo de vida, tratando por separado 
los costes de vivienda del resto de necesidades básicas (Padley et al., 2019). Recientemente, el MIS se ha 
actualizado para incorporar el lugar de residencia, distinguiendo entre los hogares que viven en Londres y 
los que residen en el resto del país (Padley et al., 2025). 

Enfoque multidimensional 

Recientemente, se han desarrollado enfoques multidimensionales que incorporan en la medición de 
la asequibilidad factores vinculados a la localización, como los costes de desplazamiento, lo que refleja el 
encarecimiento de la vivienda en las grandes ciudades y la consiguiente relocalización de los hogares hacia 
las periferias metropolitanas. El menor coste residencial puede ir acompañado de mayores costes y tiempos 
de acceso a los lugares de trabajo, a los servicios y a la oferta de ocio y cultura (Airgood-Obrycki et al., 
2023; Haffner et al., 2021). El enfoque multidimensional puede interpretarse como una extensión del 
método de la ratio y el residual, al sustituir el gasto residencial por un coste ampliado, aunque algunas 
contribuciones evolucionan hacia métricas de renta residual o hacia índices multidimensionales. 

  

                                                             
2024). En Estados Unidos, el Department of Housing and Urban Development aplica el estándar del 30% como referencia para 
identificar Housing Cost Burden (HUD, 2017). En el marco de Naciones Unidas, ONU-Hábitat utiliza un umbral de 
“inasequibilidad” cuando el gasto neto mensual en vivienda excede el 30% del ingreso mensual del hogar (ONU-Habitat, 2019). 
Finalmente, en el Reino Unido, el English Housing Survey reporta sistemáticamente la proporción de ingresos destinada a vivienda 
y emplea el indicador 40/30 (hogares en el 40% inferior de renta que destinan más del 30% a vivienda) como medida de estrés de 
asequibilidad (MHCLG, 2025). 
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CUADRO 1. 
Métodos e indicadores de asequibilidad 

Nombre del 
método / 

ratio 

Tipo de 
método 

Fórmula / 
Descripción 

Autor / Institución 
Referente 

Observaciones / 
Limitaciones 

Price-to-
Income Ratio 
(PIR) 

ratio 
House prices 
──────────── 
Household incomes 

(UN-Habitat, 2003; 
Gan and Hill, 2009; 
Stone, 2006; Angel et 
al., 1993; Cox, 2025; 
Kim and Cho, 2010; 
OECD, 2021) 

Ampliamente 
utilizado; no 
considera tasas de 
interés ni 
condiciones 
hipotecarias. 
Asequibilidad 
estática. 

Adjusted PIR 
(Distribución-
Ingreso) 

ratio 
PIR adjusted according 
to household income 
deciles 

(Gan and Hill, 2009; 
Gabriel et al., 2005) 

Permite identificar 
desigualdades en 
asequibilidad. 
Mejora sobre PIR 
tradicional. 

Mortgage-to-
income ratio 
(MIR) 

ratio 
Mortgage payment 
──────────── 
Household incomes 

(Stone, 2006; NAR and 
Evangelou, 2024; 
Bogdon and Can, 1997; 
Hulchanski, 1995; 
O’Dell et al., 2004; 
Watkins and Watkins, 
2011; HUD, 2012) 

Se considera 
asequible si ≤30–
35%; sensible a tipos 
de interés y 
condiciones del 
préstamo. 

Affordability 
Index (HAI) 
– NAR (USA) 

ratio 

(Median family income 
/ Income needed to 
qualify for a mortgage) 
× 100 

(NAR and Evangelou, 
2024;  Kim and Cho, 
2010; Kutty, 2005; 
Worthington and Higgs, 
2013) 

Incluye tasas 
hipotecarias, 
condiciones de 
crédito y umbrales de 
entrada. Completo 
para mercados 
formales. 

Shelter Cost-
to-Income 
Ratio (SCIR) 

ratio 
Shelter expenditures 
──────────── 
Household incomes 

(Stone, 2006; Gabriel et 
al., 2005) 

Aplica a propietarios 
y arrendatarios. 
Considera gastos 
auxiliares. 

Residual 
Income 
Approach 
(RIA) 

ingresos 
residuales 

(Household incomes – 
Shelter expenditures) 
→ renta restante para 
necesidades básicas 

(Jones et al., 2011; 
Stone, 2006; 
Hulchanski, 1995; 
Marshall et al., 2000; 
Burke et al., 2011; 
Tang, 2012; Gabriel et 
al., 2005) 

Más inclusivo; 
considera necesidades 
básicas restantes. 
Requiere datos 
detallados. 

Fuente: Elaboración propia. 

Recientes informes de la Unión Europea han subrayado las limitaciones de los enfoques basados en 
ratios fijos al no incorporar criterios de equidad vertical y al ocultar tanto la vulnerabilidad de los hogares 
de bajas rentas como las marcadas disparidades territoriales existentes en los mercados de vivienda europeos 
(European Commission, 2025, pp. 4-6). Asimismo, los indicadores basados en costes medios observados 
tienden a infraestimar las dificultades reales de acceso cuando no distinguen entre los precios de los 
contratos existentes y los precios a los que se enfrentan los nuevos demandantes, particularmente en 
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contextos de escasez de oferta y en áreas de elevada presión residencial (European Commission, 2025; 
Makarevičienė et al., 2025). En respuesta a estas limitaciones, diversos estudios y documentos de política 
europea han adoptado enfoques basados en la renta residual, evaluando la asequibilidad a partir de la renta 
disponible tras deducir los costes de vivienda y su capacidad para garantizar condiciones de vida dignas 
(Makarevičienė et al., 2025). Además, se destaca la necesidad de incorporar explícitamente la dimensión 
territorial en la medición de la asequibilidad, dada la elevada heterogeneidad espacial de precios, rentas y 
oportunidades de acceso a servicios básicos (Makarevičienė et al., 2025). 

4. La (in)asequibilidad de la vivienda en la política pública en 
España 

La Constitución Española, en su artículo 47, establece que todos los españoles tienen derecho a 
disfrutar de una vivienda digna y adecuada. La reciente Ley 12/2023 la define como aquella que responde 
a las necesidades de residencia de la persona o unidad de convivencia en condiciones asequibles, siendo 
estas “aquellas condiciones de precio de venta o alquiler que eviten  un esfuerzo financiero excesivo de los 
hogares teniendo en cuenta sus ingresos netos y sus características particulares, considerando, tanto la cuota 
hipotecaria o la renta arrendaticia, como los gastos y suministros básicos que corresponda satisfacer al 
propietario hipotecado o al arrendatario, no debiendo superar con carácter general el 30 por ciento de los 
ingresos de la unidad de convivencia”. La ley responde, entre otros aspectos, a las exigencias impuestas por 
la Unión Europea al gobierno español como condición de acceso a los Fondos Next Generation (Comisión 
Europea, 2021, p. 17), alineándose con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), concretamente con 
la primera meta del ODS 11, en la que se recoge esta condición de asequibilidad. 

Para todas las viviendas con algún tipo de protección pública y para la nueva figura de la vivienda 
asequible incentivada, la ley establece dos requisitos: en primer lugar, que el gasto en vivienda del hogar no 
supere el 30 % de sus rentas y, en segundo lugar, que el precio sea inferior al precio de mercado. Como 
veremos, el cumplimiento de estos dos requisitos está lejos de garantizar la función social de la vivienda. 
La aplicación de un umbral fijo de gasto en vivienda independiente de los niveles de renta genera 
situaciones desiguales. Los hogares de rentas bajas, tras hacer frente al pago de la vivienda, tienen menos 
probabilidades de satisfacer sus necesidades no relacionadas con la vivienda (Padley et al., 2019). Por otro 
lado, un umbral fijo de asequibilidad puede inducir a una asignación ineficiente y regresiva de recursos 
públicos, ya que incluye como potenciales beneficiarios a hogares con capacidad de acceso a la vivienda a 
través del mercado y no discrimina a aquellos para quienes el gasto en vivienda compromete la renta 
residual necesaria para cubrir necesidades básicas. En España, estos efectos llevan produciéndose desde 
largo tiempo atrás, con una política de vivienda centrada en la figura de la vivienda de protección, orientada 
a estimular la construcción de viviendas como motor económico generador de empleo, en detrimento de 
su función social (Arias González, 2008; Blasco Torrejón, 1993). 

Con el fin de evaluar la asequibilidad de la vivienda en España, se realiza un análisis del esfuerzo 
financiero de los hogares por comunidad autónoma y por niveles de renta. En línea con la Ley de Vivienda, 
el análisis adopta el umbral del 30 % de gasto en vivienda sobre la renta y analiza la posición relativa de 
los hogares respecto a dicho umbral.  

Los análisis realizados parten de los microdatos de la ECV del (2024) del INE, que recoge rentas del 
año 2023, a partir de los cuales se estimará el esfuerzo financiero en vivienda a partir de la renta de las 
familias y del gasto en vivienda. Al gasto en vivienda se agrega el alquiler imputado mediante la aplicación 
de un alquiler completo a tres tipos de hogares: aquellos que son propietarios, a los que ocupan una 
vivienda en alquiler a un precio inferior al precio de mercado y a aquellos que cuentan con vivienda a título 
gratuito. Con base en la metodología seguida por el INE, se convierten tanto las rentas disponibles medias 
como el gasto en vivienda en unidades de consumo (UC). Para cada comunidad autónoma ! y quintil de 
renta ", se obtiene el esfuerzo financiero en vivienda #$%,'	 se define como: 

#$%,' =
*%,'
+%,'

 (1) 
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Siendo: 

+%,'			la renta media por comunidad autónoma y por quintil de renta en UC. 

*%,'  el gasto medio en vivienda por comunidad autónoma y por quintil de renta en UC. 

Los resultados obtenidos indican que el esfuerzo financiero medio para el conjunto del país se 
aproxima al 30 %, en línea con el porcentaje límite establecido en la nueva ley de vivienda para considerarla 
asequible. Sin embargo, al ampliar el análisis atendiendo a la distribución de la renta, se observa que el 
esfuerzo es mayor a medida que se consideran quintiles de renta más bajos, llegando al 90 % en el caso del 
primer quintil de renta, mientras que, para el quintil de mayor renta, en ocasiones, solo llega a alcanzar un 
15 %, ver Figura 1.  Si atendemos a la cuestión territorial, los resultados obtenidos ponen de manifiesto 
que existen importantes diferencias en los esfuerzos financieros que deben realizar los hogares, 
especialmente los del primer quintil, en cada comunidad autónoma3.  

FIGURA 1. 
Porcentaje del gasto medio en vivienda sobre la renta media por unidad de consumo y por 

comunidades autónomas, 2023 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Instituto Nacional de Estadística.  

                                                             
3 Se puede afirmar que ya en el tercer quintil de rentas de la Comunidad Autónoma de Andalucía se rechaza la hipótesis de un 
porcentaje de gasto sobre la renta inferior al 30%. H0: gasto_vivienda/renta ≤ 30%: p = 36,76%; z=10,08; p<0,0001, Test de Wald 
con neff de 504,7. Los errores estándar e intervalos de confianza se han calculado mediante aproximaciones basadas en pesos muestrales 
efectivos, al no disponer de los microdatos públicos de la ECV sobre información sobre estratos, UPM o pesos replicados necesarios 
para la estimación exacta bajo diseño complejo. Ceuta y Melilla se han quitado dado que sus quintiles tienen valores de neff<30.  
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A continuación, se analiza el esfuerzo financiero que los hogares deben afrontar ante un nuevo 
contrato de alquiler a precios de mercado (López Letón, 2025). Para cada comunidad autónoma ! y quintil 
de renta ", el esfuerzo financiero asociado al acceso a la vivienda en alquiler se define con la Ecuación 2:  

#$%,', = -%
+%,'

 

El coste total de la vivienda en alquiler, -%, se obtiene a partir de la siguiente expresión: 

-% = .% ⋅ (1 + 3%) 

Donde: 

+%,' es la renta media por unidad de consumo del quintil " en la comunidad !,  

.% el alquiler mensual de mercado por unidad de consumo. 

3% el gasto en suministros sobre el gasto total en vivienda por comunidad autónoma 

 

En primer lugar, la renta media por unidad de consumo es la ya definida en el apartado anterior. Por 
otro lado, .% alquiler mensual de mercado, se estima como:  

.% = 5% ⋅ 6% ⋅ 7 

Donde 5% es el precio medio del alquiler por metro cuadrado construido en cada comunidad 
autónoma, medido en UC, y 6% son los metros cuadrados útiles medios de la vivienda principal también 
por comunidad autónoma. 5%, se obtiene a partir de los datos de precios de oferta en el mes de julio de 
2023 del portal inmobiliario Idealista4. Los metros cuadrados medios de una vivienda por comunidad 
autónoma 6%, se obtienen de la Encuesta de Características Esenciales de la Población y las Viviendas, del 
INE (2021). Por último, 7 el factor de conversión de superficie útil a construida, fijado en 1,25. 

En tercer lugar, 3%, es el gasto en suministros sobre el gasto total en vivienda por comunidad 
autónoma, extraído de la Encuesta de Presupuestos Familiares del INE (2023), a partir de la proporción 
que representa dicho valor, se establece a través de la distribución porcentual del gasto. Dicha proporción 
incluye la conservación y reparación de la vivienda, así como el suministro de agua, electricidad, gas y otros 
combustibles.  

Sustituyendo en (2), las expresiones (3) y (4) se obtiene la Ecuación (5): 

#$%,', = 	5% 	 ⋅ 		6% ⋅ 7 ⋅ (1 + 3%)
+%,'

 

Los resultados muestran que los esfuerzos superan significativamente al esfuerzo financiero como 
proporción del gasto en vivienda sobre la renta, analizado con anterioridad5. Destacan las Islas Baleares y 
Canarias como las comunidades autónomas con mayor esfuerzo, es decir, con peor asequibilidad de la 
vivienda en alquiler, comunidades autónomas en las que, para el primer quintil de renta, el precio del 
alquiler supera en 1,7 veces el nivel de renta medio. Los hogares del segundo quintil de renta requieren 
más de 1,1 veces su renta media para hacer frente al pago del alquiler. Únicamente, en el quintil de renta 
más alto se cumple la condición de asequibilidad tal y como la define la Ley 12/2023, ver figura 2. La 

                                                             
4 Los precios de Idealista® proporcionan una medida homogénea, por comunidad autónoma, del precio del alquiler ofertado en el 
momento analizado, un formato no disponible en las estadísticas del INE; no obstante, reflejan precios de oferta y no las rentas 
efectivamente pactadas en los contratos.  
5 Los resultados muestran una brecha máxima de asequibilidad, la cual podría moderarse ligeramente con las rentas efectivamente 
pactadas en los contratos de alquiler. 

(2) 

(3) 

(4) 

(5) 
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diversidad territorial en los resultados revela que una ratio uniforme para todo el territorio español está 
lejos de ser un indicador adecuado de la asequibilidad. Esto apoya uno de los objetivos de este trabajo, la 
necesaria territorialización en la parametrización de la asequibilidad de la vivienda.  

FIGURA 2. 
Porcentaje que representa el precio medio del alquiler de mercado más el coste de suministros sobre 

la renta media por unidad de consumo y por comunidad autónoma, 2023 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Instituto Nacional de Estadística. 

Los resultados obtenidos demuestran que la condición de asequibilidad de la ley de vivienda carece 
de operatividad, ya que cuatro quintiles de renta necesitarían ayudas para el acceso a una vivienda en 
condiciones de mercado.  

Los resultados obtenidos indican que el esfuerzo financiero medio para el conjunto del país, referido 
al gasto en vivienda en condiciones de mercado, se aproxima al 50 %. Al ampliar el análisis atendiendo a 
la distribución de la renta, se observa que el esfuerzo es mayor a medida que se consideran quintiles de 
renta más bajos, sobrepasando el 170% en ciertos casos en el primer quintil de renta, mientras que, para 
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el quintil de mayor renta, en ocasiones solo alcanza un 22%, ver Figura 2.  Del mismo modo que 
observamos en la Figura 1, atendiendo a la cuestión territorial, los resultados obtenidos evidencian que 
existen importantes diferencias en los esfuerzos financieros que deben realizar los hogares, especialmente 
los del primer quintil, en cada comunidad autónoma. 

Para evidenciar los efectos de la aplicación de la condición de asequibilidad de la ley sobre los hogares 
de menores rentas, se establece una renta residual mínima territorializada denominada IMVT. Ante la 
ausencia de un estándar específico territorializado en España, este se estima a partir del Ingreso Mínimo 
Vital (IMV) publicado por el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones (2023), medido en 
UC. El IMVT se ajusta de forma proporcional al nivel de renta de cada comunidad autónoma, con el fin 
de aproximar las diferencias territoriales en el nivel de ingresos. 

Para cada comunidad autónoma !, el IMVT se define como: 

:;<=% = :;<> ⋅ +̄%+̄> 

donde :;<>es el valor del Ingreso Mínimo Vital a nivel nacional, +̄% es la renta media en cada comunidad 
autónoma por UC e +̄> es la renta media nacional por UC. 

La renta residual por quintil de renta se obtiene restando a la renta por quintil y UC, el gasto en 
vivienda que correspondería a un esfuerzo máximo del 30%. 

Los resultados obtenidos indican que, una vez aplicado el 30 % destinado al pago de la vivienda, en 
ninguna comunidad autónoma las familias con rentas del quintil más bajo disponen de un importe 
suficiente para hacer frente a sus gastos vitales. Los resultados demuestran que, cuando se aplica la 
condición de asequibilidad establecida en la ley, las familias de menores rentas no pueden acceder a una 
vivienda asequible por dos razones. Una, porque no hay viviendas a precio de mercado asequibles para 
estas familias, y otra, que resulta más grave, porque destinar el 30% de sus rentas a gastos de vivienda 
supondrá que no tendrán rentas suficientes para hacer frente a otros gastos necesarios para desarrollar una 
vida digna. Los análisis realizados permiten concluir que se cumple la hipótesis 1. Asimismo, el umbral del 
30% del gasto en vivienda sobre la renta constituye una regla empírica de porcentaje fijo cuya validez como 
criterio de asequibilidad no cuenta con respaldo empírico. 

Más allá de la falta de validez de la regla empírica del 30% como criterio de asequibilidad, es necesario 
poner de relieve el efecto perverso que producen los requisitos establecidos por las administraciones para 
acceder a la cofinanciación pública de promociones de vivienda. Concretamente, el requisito de rentas 
mínimas para acceder a una vivienda que recibe ayudas públicas acaba excluyendo a los hogares con rentas 
bajas, pues en los niveles más bajos de renta el esfuerzo financiero supera el 30%. Sin embargo, el mismo 
límite aplicado a las rentas máximas establecidas para los beneficiarios permite acceder a una vivienda a 
hogares que pueden permitirse adquirirla a precios de mercado, con un esfuerzo mayor. Más allá de la 
adecuación de la renta mínima requerida, esta medida podría contribuir parcialmente a la sostenibilidad 
social si la administración cubriera la diferencia entre el precio del alquiler y el 30 % que aportan las 
familias. Aun en este caso, el criterio del 30% supondría un mayor peso para los hogares de menor renta 
porque el porcentaje de esfuerzo limita la capacidad de las familias para afrontar el resto de sus gastos 
vitales.  

Garantizar la asequibilidad contribuyendo a la equidad vertical pasa por permitir el acceso a la 
vivienda asegurando el mínimo vital. El sector público debería dar apoyo financiero por la diferencia entre 
el gasto correspondiente al mínimo vital sin vivienda más el precio de alquiler de la vivienda y la renta de 
la familia. Los análisis son coincidentes con la tesis de Stone, afirmando que la asequibilidad no es una 
característica de la vivienda, sino una relación entre la vivienda y las personas. La vivienda asequible 
únicamente tiene sentido si se determina para quién, durante cuánto tiempo y bajo qué normas físicas 
(Stone, 2006). 

  

(6) 
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FIGURA 3. 
Renta residual mensual tras aplicar el umbral de esfuerzo del 30% y su relación con el mínimo vital 

territorializado 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Instituto Nacional de Estadística y el Ministerio de Inclusión, Seguridad 
Social y Migraciones. 

Centrando la cuestión en la vivienda protegida, un instrumento de larga tradición en España, la 
política de vivienda ha ido estableciendo, a lo largo del tiempo, medidas de acceso basadas en rentas 
máximas para las familias beneficiarias y precios máximos para las viviendas, tanto para el régimen de 
propiedad como para el de alquiler. Se analiza la coherencia de la instrumentalización de la política de 
vivienda en el caso de la vivienda de protección. A partir de los precios máximos de alquiler de la vivienda 
protegida vigentes en cada comunidad autónoma 6, se aplica un umbral fijo de asequibilidad del 30 % 
sobre la renta media por UC de los diferentes quintiles de renta. 

                                                             
6 Nota: Los precios máximos de las viviendas protegidas se obtienen de la normativa vigente en cada comunidad autónoma, 
incluyendo, entre otras, el Decreto 91/2020 (Andalucía, 2020), Decreto 73/2023 (Aragón, 2023), Decreto-ley 1/2024 (Canarias, 
2024), Decreto 45/2024 (Cantabria, 2024), Orden 126/2024 (Castilla y León, 2024), Orden MAV/868/2022 (Castilla y León, 
2024), Decret llei 2/2025 (Catalunya, 2025), Resolución de 24/01/2025 (Madrid, 2025), Resolución 730/2024 (Navarra, 2024) y 
Ley Foral 9/2025 (Navarra, 2025), Decreto 180/2024 (Valenciana, 2024), Decreto 165/2024 (Extremadura, 2024), Resolución de 
18/06/2024 (Galicia, 2024), Acuerdo de 21/02/2025 (Illes Balears, 2025), Resolución 41/2024 (La Rioja, 2024), Orden de 
30/06/2022 (País Vasco, 2022), Ley 10/2022 (Principado de Asturias, 2022) y Orden de 29/02/2024 (Región de Murcia, 2024). 
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Para cada comunidad autónoma !	y quintil de renta ", el coste máximo asequible de la vivienda se 
define a través de la Ecuación 7: 

-%,'@A = 0,30 ⋅ +%,' 

donde +%,'		es la renta media por UC del quintil " en la comunidad autónoma !. Al precio máximo de la 
vivienda protegida se añade el coste de los suministros como un porcentaje del gasto total en vivienda, de 
manera análoga a como se realizó en los análisis precedentes. 

Los resultados obtenidos indican que las familias pertenecientes a los quintiles de renta más bajos no 
pueden acceder a las viviendas de protección, cuando son precisamente estas familias las más necesitadas. 
La Figura 4 ejemplifica esta situación.  

FIGURA 4. 
Aplicación de la condición de asequibilidad sobre la renta en los alquileres en euros 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de las normativas autonómicas aplicables a la regulación de la VPO. 

En la mayoría de las comunidades autónomas, la vivienda protegida es predominantemente de 
promoción privada. El resultado de combinar la renta y los precios con la necesidad de no superar un 
esfuerzo máximo, unido a la lógica de obtener la mayor rentabilidad posible sobre las promociones 
protegidas, conlleva que los recursos públicos acaben incentivando, en su mayoría, la construcción de 
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viviendas destinadas a hogares con rentas superiores al tercer quintil; ver Figura 4. Los promotores privados 
que pueden seleccionar el perfil del inquilino elegirán aquel que, dentro de los límites o condiciones 
establecidas, cuente con los niveles de rentas más altos. El resultado es un sistema de subvención encubierta 
destinada a las rentas medias y medio-altas que beneficia los intereses de los promotores. Como resultado, 
bajo el paraguas de la política de vivienda, se termina construyendo viviendas en condiciones similares a 
las del mercado en suelo reservado para viviendas protegidas (Navarro, 2025). Los análisis realizados 
demuestran que se cumple la hipótesis 2, la instrumentalización en la política de vivienda de la definición 
de asequibilidad contenida en la nueva ley de vivienda no contribuye a la equidad vertical.  

5. Parámetros para la determinación de condiciones de 
asequibilidad en la política de vivienda 

Una vez expuestas las limitaciones de la definición de asequibilidad, la nueva propuesta persigue dos 
objetivos. Permitir a las familias el acceso a la vivienda y garantizar que los hogares, una vez hayan hecho 
frente al pago de la vivienda, dispongan de renta suficiente para llevar una vida digna. La propuesta también 
pretende focalizar estos objetivos en aquellos hogares con mayores dificultades de acceso.  

Se propone definir la condición de asequibilidad de la vivienda con criterios de equidad vertical, a 
partir de un esfuerzo financiero máximo proporcional al nivel de renta una vez cubierto el mínimo vital.  

La renta residual mínima se establece a partir del IMVT. Los hogares que cuenten con rentas, Ri 

iguales o inferiores al IMVT deberán recibir ayuda de la administración para hacer frente al pago del 
alquiler en cuantía cercana a la totalidad del precio del alquiler. En el caso de rentas, superiores al IMVT 
se considera que las familias deberán realizar un esfuerzo Ei, que aumentará a medida que lo hace el nivel 
de renta, cuanto mayor sea el nivel de renta mayor será el porcentaje de esta que se podrá destinar al pago 
de la vivienda.  

Para una renta, Ri, igual o menor al IMVT, el esfuerzo es igual a un valor mínimo denominado Emin; 
para rentas superiores al IMVT el esfuerzo es creciente hasta un valor máximo Emax, ambos valores se 
determinan exógenamente. A estos esfuerzos, máximo y mínimo, les corresponden unas rentas superiores 
e inferiores, Rmax y Rmin, respectivamente. Siendo Rmin =IMVT y Rmax la renta asociada al esfuerzo fijado 
como máximo teniendo en cuenta el precio de mercado en cada territorio. 

Conocidos los puntos (Rmin, Emin) y (Rmax, Emax), la pendiente de la recta se expresa como:  

D = #EFG − #EIJ
KEFG − KEIJ

	

Mediante la fórmula punto-pendiente para el punto (Ri ,Ei ), se obtienen: 

#I − #EIJ = D	(KI − KEIJ)	
#I = D	(KI − KEIJ) +	#EIJ	

Sustituyendo el valor de α:  

#I = L#EFG − #EIJKEFG − KEIJ
M ∗ (KI − KEIJ) + #EIJ 

Agrupando términos, el esfuerzo para la renta Ri, resulta:  

#I = L#EFG − #EIJKEFG − KEIJ
M ∗ KI + L#EIJ − L

#EFG − #EIJ
KEFG − KEIJ

M ∗ KEIJM 

  

(8) 

(9) 
(10) 

(11) 

(12) 
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FIGURA 5. 
Función Esfuerzo Máximo en vivienda 

 
Fuente: Elaboración propia. 

Para evaluar y comparar los resultados de la propuesta con la definición de la regla empírica, se 
plantean tres escenarios. El escenario uno resulta de aplicar un esfuerzo financiero creciente con la renta; 
el segundo, de aplicar un esfuerzo máximo fijo del 30% según se indica en la Ley 12/2023; y el tercero, de 
aplicar un esfuerzo máximo fijo del 40%, utilizado como límite de sobreesfuerzo por Eurostat. Las ayudas 
se determinan por la diferencia entre el coste máximo asumible por el hogar, considerando unos ingresos 
residuales, y el precio de alquiler de mercado. Con esta fórmula se permite el acceso efectivo a la vivienda 
sin comprometer la renta residual mínima. En la propuesta se establece como límite inferior del esfuerzo 
Emin un 1% correspondiente a los hogares con rentas iguales a IMVT y como límite superior del esfuerzo 
Emax un 50 % correspondiente a los hogares que pueden acceder al alquiler medio de mercado. El coste 
máximo de alquiler asumible por cada hogar en la propuesta, -IOPQ,  se obtiene como el producto entre el 
esfuerzo financiero #I, y su nivel de renta,	KI : 

-IOPQ = #I ⋅ KI 

La ayuda pública al alquiler en el caso de la propuesta, .I , se define como: 

.I = max	{0,  5% − -IOPQ} 

Siendo 5% el precio del alquiler de mercado en la comunidad autónoma ! y -IOPQ el coste máximo 
asumible por el hogar W. 

Para los escenarios en los que el esfuerzo máximo de los hogares se fija en un 30% y un 40% sobre 
la renta, el coste de alquiler máximo vendrá determinado por las Ecuaciones (15) y (16), respectivamente: 

-@A,IOPQ = #@A ⋅ KI 
-XA,IOPQ = #XA ⋅ KI 

(13) 

(14) 

(15) 

(16) 
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Resultando las ayudas necesarias para garantizar la asequibilidad de las viviendas las resultantes de 
aplicar las Ecuaciones (17) y (18): 

.@A,I = max	Y0,  5% − -@A,IOPQZ 

.XA,I = max	Y0,  5% − -XA,IOPQZ 

El Cuadro 2 muestra la comparativa de las ayudas públicas necesarias para que la vivienda en alquiler 
a precio de mercado sea asequible en cada uno de los tres escenarios propuestos. Se evidencian diferencias 
sustanciales entre la propuesta basada en un esfuerzo creciente con la renta y los métodos de esfuerzo 
máximo fijos. En términos agregados, la propuesta concentra un mayor volumen de ayudas en las UC 
pertenecientes a los tres quintiles de renta más baja, mientras que se reducen significativamente en las UC 
de los quintiles de renta más elevados, hasta anularse en el caso de las UC del quintil de mayor renta. En 
particular, para las UC del primer quintil, el importe total de ayudas obtenido al aplicar los instrumentos 
de la propuesta supera ampliamente el resultado obtenido al aplicar los dos métodos de umbrales fijos. La 
diferencia de ayudas resultante entre la propuesta y cada uno de los dos métodos de umbral fijo se reduce 
a medida que se consideran quintiles de renta más altos. 

En los territorios españoles con mercados de vivienda más tensionados, como Illes Balears, Cataluña 
o Canarias, los quintiles de renta susceptibles de recibir ayuda se extienden hasta los quintiles superiores 
de renta en los tres enfoques analizados. La propuesta excluye a las UC del quinto quintil como susceptibles 
de recibir ayudas en las tres comunidades autónomas consideradas, a diferencia del enfoque de umbral fijo 
del 30%, en el que también quedan incluidas las UC de rentas altas. Los resultados evidencian que los 
criterios basados en umbrales fijos tienden a sobreestimar las necesidades de apoyo financiero de las familias 
en los tramos superiores de renta, mientras que la propuesta presentada refuerza la focalización de las 
ayudas hacia hogares con menor capacidad económica. 

Profundizando en los análisis realizados, la propuesta muestra un patrón más selectivo y 
territorialmente diferenciado en relación con los quintiles intermedios (tercero y cuarto), reduciendo el 
volumen de las ayudas allí donde los niveles de renta permiten absorber una mayor proporción del coste 
de la vivienda sin comprometer la renta residual mínima. En conjunto, los resultados confirman que la 
introducción de un esfuerzo financiero progresivo junto con un IMVT permite una asignación de las 
ayudas más coherente con criterios de equidad vertical que los enfoques basados en umbrales uniformes o 
esfuerzos proporcionales. 

Los resultados muestran que, a la hora de establecer los criterios para determinar qué familias deben 
ser beneficiarias de ayudas, a diferencia de un esfuerzo financiero máximo independiente del nivel de renta, 
un esfuerzo creciente, una vez cubierto el mínimo vital, contribuye a un sistema de ayudas más equitativo. 
En el caso de la propuesta de esfuerzo creciente, las ayudas se dirigen, en mayor medida, a los niveles de 
renta más bajos, que son aquellos cuya dificultad para acceder a la vivienda en condiciones de mercado 
resulta crítica; véase Cuadro 3. La propuesta de esfuerzo creciente consigue, por un lado, garantizar a todos 
los hogares unas rentas mínimas al margen de la vivienda y, por otro, destinar un porcentaje de ayudas 
sensiblemente mayor a los quintiles 1º y 2º. En el caso de aplicar el esfuerzo máximo del 40%, en los 
primeros dos quintiles de renta, el esfuerzo para el pago del alquiler de mercado difícilmente permitirá a 
las UC cubrir otros gastos al margen de la vivienda. 

(17) 

(18) 
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CUADRO 2. 
Ayudas mensuales, en euros por UC, destinadas al pago del alquiler de mercado. Análisis comparado entre esfuerzo financiero con equidad vertical (propuesta), 

esfuerzo del 30% y un esfuerzo del 40% 

Comunidad 
Autónoma 

Ayudas mensuales destinadas a complementar el alquiler de los hogares cuyas rentas no les permiten acceder a un alquiler a precio de mercado (euros) 

1º Quintil 2º Quintil 3º Quintil 4º Quintil 5º Quintil 

Propuesta 30% 40% Propuesta 30% 40% Propuesta 30% 40% Propuesta 30% 40% Propuesta 30% 40% 

Andalucía 892,67 745,18 692,33 706,57 609,52 511,46 446,96 505,40 372,62 0,00 377,08 201,53 0,00 32,85 0,00 

Aragón 765,10 604,27 537,08 522,68 431,78 307,08 217,94 299,38 130,55 0,00 136,22 0,00 0,00 0,00 0,00 

Canarias 1.000,66 826,64 768,48 805,10 677,35 569,44 546,80 562,77 416,65 106,49 421,56 228,38 0,00 42,75 0,00 

Cantabria 974,21 797,24 734,61 733,57 636,47 520,25 397,55 513,07 355,72 0,00 361,00 152,96 0,00 0,00 0,00 

Cast. La 
Mancha 633,95 514,08 460,56 357,89 376,69 277,38 0,00 271,24 136,77 0,00 141,29 0,00 0,00 0,00 0,00 

Cast. León 782,97 613,29 551,12 588,48 453,68 338,31 320,73 331,17 174,96 0,00 180,20 0,00 0,00 0,00 0,00 

Cataluña 1.224,66 1.037,68 965,97 973,39 853,60 720,52 643,31 712,30 532,12 85,34 538,18 299,96 0,00 71,06 0,00 

C. Madrid 1.211,50 1.001,74 926,21 935,80 807,85 667,69 551,00 659,03 469,26 0,00 475,63 224,73 0,00 0,00 0,00 

C. F. Navarra 882,96 687,41 613,14 595,28 496,74 358,91 299,95 350,39 163,77 0,00 170,04 0,00 0,00 0,00 0,00 

C. Valenciana 940,75 773,10 715,60 731,96 625,50 518,79 425,26 512,20 367,73 0,00 372,58 181,58 0,00 0,00 0,00 

Extremadura 589,73 453,76 400,74 422,79 317,65 219,26 181,24 213,17 79,95 0,00 84,43 0,00 0,00 0,00 0,00 

Galicia 795,93 638,96 576,22 463,37 477,89 361,46 58,23 354,26 196,61 0,00 201,91 0,00 0,00 0,00 0,00 

Illes Balears 1.421,64 1.241,30 1.171,71 1.224,36 1.062,67 933,53 983,34 925,55 750,71 558,02 756,59 525,43 0,00 303,31 0,00 

La Rioja 719,90 555,99 494,60 487,25 398,38 284,45 215,15 277,41 123,15 0,00 128,33 0,00 0,00 0,00 0,00 

País Vasco 973,98 818,71 737,82 566,92 611,06 460,96 61,44 451,68 248,44 0,00 255,27 0,00 0,00 0,00 0,00 

P. Asturias 714,23 540,81 473,91 447,55 369,08 244,93 78,36 237,26 69,18 0,00 74,82 0,00 0,00 0,00 0,00 

R. Murcia 669,88 543,09 489,89 384,74 406,52 307,79 0,00 301,69 168,02 0,00 172,51 0,00 0,00 0,00 0,00 

Fuente: Elaboración propia
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CUADRO 3. 
Distribución porcentual por quintil de renta de las ayudas a los hogares para el pago del alquiler de 

mercado en cada escenario de esfuerzo en vivienda (propueta, 30%, 40%) 

Escenario Total ayudas 1º Quintil 2º Quintil 3º Quintil 4º Quintil 5º Quintil 
Propuesta 32.319,53 47% 34% 17% 2% 0% 

30% 34.781,29 36% 28% 21% 14% 1% 
40% 25.482,98 44% 30% 19% 7% 0% 

Fuente: Elaboración propia a partir del INE 

Junto a las medidas descritas, es necesaria la regulación de los precios de alquiler mediante la fijación 
de precios máximos. La evidencia empírica demuestra que, en condiciones de mercado, buena parte de los 
subsidios destinados a segmentos de la demanda de alquiler se trasladan a los precios, generando un 
incremento de rentas de alquiler cuando la oferta es relativamente rígida, especialmente en el corto plazo. 
Así, la experiencia en Reino Unido demostró que la minoración en un 60% a los subsidiados del programa 
housing benefit, condujo a una reducción inmediata de los precios del alquiler, constatando que la ayuda 
al inquilino se trasladaba directamente a los propietarios (López-Rodríguez & Llanos Matea, 2020).  Para 
que la propuesta presentada contribuya a la sostenibilidad social, la administración ha de aportar la 
diferencia entre el coste asumible por las familias y los precios de alquiler, por lo que la intervención sobre 
los precios de alquiler es clave para su viabilidad económica. Garantizar la función social de la vivienda 
requiere crear mecanismos de apoyo financiero para las familias con bajas rentas que cubran la brecha entre 
su capacidad de pago y los precios regulados de alquiler, acompañados de la regulación de los precios de 
alquiler. Los resultados de los análisis demuestran que la propuesta de definición de la asequibilidad basada 
en una proporción del gasto en vivienda sobre la renta que varía según los niveles de renta, y que incorpora 
un umbral mínimo de gasto destinado a otros bienes básicos, contribuye a la equidad vertical y a la 
sostenibilidad de la política de vivienda. 

6. Conclusiones 

La condición de asequibilidad de la vivienda en España, definida en la Ley 12/2023, se basa en el 
esfuerzo financiero máximo, medido mediante una relación entre el coste de acceso a la vivienda y la renta 
disponible, independientemente de la composición del hogar o de su ubicación. Esta definición de 
asequibilidad no contribuye a la sostenibilidad social por las siguientes razones. En primer lugar, no 
contempla rentas residuales mínimas que garanticen el desarrollo de una vida digna, independientemente 
del gasto asociado a la vivienda. En segundo lugar, permite dedicar recursos públicos a subvencionar el 
acceso a la vivienda de hogares que, por sus niveles de renta, no lo necesitan. La ratio del 30%, como 
esfuerzo financiero máximo supone un importe que en el caso de las rentas bajas no permite acceder a una 
vivienda digna en alquiler, además, el importe residual después de costear la vivienda no permite hacer 
frente a otros gastos necesarios. En el caso de las rentas más elevadas, la aplicación de la ratio del 30% da 
como resultado un importe más que suficiente para acceder a la vivienda en condiciones de mercado. En 
tercer lugar, al hablar de asequibilidad de la vivienda, es necesario tener en cuenta el ámbito territorial. El 
precio del alquiler en relación con la renta media varía sensiblemente entre las comunidades autónomas, 
por lo que la asequibilidad para familias con idénticos niveles de renta, pero en localizaciones diferentes 
requerirá ayudas adaptadas a la realidad territorial. 

La nueva Ley 12/2023 por el derecho a la vivienda y la incorporación del concepto de vivienda 
asequible permite perpetuar el carácter de motor económico de la política de vivienda frente a su función 
social, que, a través de la figura de la vivienda protegida, ha fomentado la construcción de viviendas 
destinadas a hogares de rentas medias y altas, sin atender las necesidades de vivienda de los hogares 
pertenecientes a colectivos especialmente vulnerables. La definición de vivienda asequible como un 
porcentaje máximo y fijo del coste de la vivienda respecto de la renta de las familias abre la puerta a la 
utilización de fondos públicos para destinarlos a la construcción de viviendas cuyos últimos beneficiarios 
son familias con capacidad de acceso a precios de mercado. Es más, genera un efecto perverso, puesto que 
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los promotores privados, ajustándose a las medidas e incentivos públicos y con el objetivo de maximizar la 
rentabilidad, destinarán las viviendas a familias con mayor capacidad adquisitiva frente a familias con 
menores rentas. 

En respuesta a las insuficiencias señaladas, se propone un conjunto de instrumentos de política de 
vivienda con un enfoque de equidad.  Una mezcla de instrumentos de política de vivienda que permitan 
que las ayudas públicas se centren en familias que realmente no son capaces de acceder a una vivienda 
digna a través del mercado en condiciones de asequibilidad. Por un lado, se debe garantizar que las familias 
puedan hacer frente al gasto necesario en otros bienes para una vida digna. En segundo lugar, el acceso a 
la vivienda fijando un esfuerzo financiero máximo para hacer frente al alquiler. El gasto necesario en otros 
bienes se determina a partir del IMVT, en línea con el método residual (Burke et al., 2011; Gabriel et al., 
2005; Hulchanski, 1995; Jones et al., 2011; Marshall et al., 2000; Stone, 2006; Tang, 2012).  El esfuerzo 
financiero máximo debe variar con el nivel de renta, concretamente crecer, a diferencia de la definición de 
asequibilidad en la mayor parte de trabajos en los que se aplica una ratio fija (Angel et al., 1993; Bogdon 
& Can, 1997; Cox, 2025; Gabriel et al., 2005; Gan & Hill, 2009; Gilbert, 2003; Hulchanski, 1995; Jones 
et al., 2011; Kim & Cho, 2010; Kutty, 2005; National Association of Realtors, 2024; O’Dell et al., 2004; 
OECD, 2021; Stone, 2006; U.S. Department of Housing and Urban Development (HUD), 2012; 
Worthington & Higgs, 2013). 

Los análisis derivados de la aplicación del ingreso mínimo vital y del esfuerzo máximo creciente 
permiten concluir que los hogares con mayores necesidades de ayuda, que son evidentemente los de 
menores niveles de renta, requieren, en muchos casos, un importe de ayuda que alcance el total del coste 
del alquiler, ya que las familias solo disponen de rentas para asumir los gastos básicos, sin incluir la vivienda. 
El sistema solo resultará económicamente viable si se implementan mecanismos que eviten que estas ayudas 
públicas estén sujetas a las escaladas de precios de los alquileres de mercado. Por lo tanto, se precisa de un 
parque de viviendas sociales cuyos precios puedan limitarse y desvincularse del mercado. Resultará 
imprescindible una financiación pública que permita la intervención de los desarrolladores sin ánimo de 
lucro, como ocurre en la mayoría de los países desarrollados. 

Las futuras líneas de trabajo se orientan a profundizar en la definición de las medidas que conduzcan 
a la instrumentalización de una política de vivienda que contribuya a la equidad vertical. En primer lugar, 
se profundizará en la definición de las ratios de esfuerzo máximo por niveles de renta. En segundo lugar, 
en la construcción de un estándar específico territorializado que defina la renta mínima necesaria para el 
desarrollo de una vida digna separando los gastos de vivienda de otros gastos esenciales; y, en tercer lugar, 
avanzar en la introducción de los costes de transporte, un aspecto crucial para avanzar en el análisis de la 
asequibilidad de la vivienda con propósitos específicos como la lucha contra la despoblación de los núcleos 
rurales. 
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